	Fecha
	25 de abril, 2 y 6 de mayo de 1919
	Sesión número
	35, 38, 42

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Francisco Montero Barrantes

	Tutelado: Aniceto Montero Chaves

	Recurrido: Juez General Militar de Instrucción 

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que el tutelado, su hijo, se encuentra detenido por orden del recurrido sin existir hechos que lo justifiquen. 

	Respuesta del recurrido: El tutelado está procesado junto con otros por tentativa de rebelión.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (existe auto de detención). Los Magistrados Vargas Pacheco, Rodríguez y Castro y el Conjuez Pérez Zeledón salvan el voto y declaran con lugar el recurso.


N° 35
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y diez minutos de la tarde del veinticinco de abril de mil novecientos diecinueve. Concurrieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y el Conjuez Pedro Pérez Zeledón.

Artículo II
Se dio lectura al recurso de Hábeas Corpus interpuesto por el Licenciado don FRANCISCO MONTERO BARRANTES, a favor de su hijo el Doctor don ANICETO MONTERO CHAVES, quien permanece detenido en la cárcel de esta ciudad a la orden del señor Juez General Militar de Instrucción. Se leyó el informe dado por dicho funcionario, en el que manifiesta entre otras cosas, que ha dictado auto de detención contra el Doctor Montero y otras personas por el delito de tentativa de rebelión, de acuerdo con los artículo 25 y 30 de la Constitución Política, 157, 158, 407 y 413 del Código de Justicia Militar y 306 y 307 del Código de Procedimientos Penales. Discutido el asunto, se acordó por unanimidad, antes de resolver lo que corresponda, y a indicación del señor Magistrado Jiménez, pedir al citado Juez copia literal de las declaraciones y demás pruebas que le sirven de fundamento. Se suspendió la sesión por unos minutos, y el Conjuez señor Pérez Zeledón, que únicamente tenía que conocer de este negocio, se retiró.
N° 38
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a la una y media de la tarde del dos de mayo de mil novecientos diecinueve. Concurrieron los señores Magistrados: Brenes (Presidente accidental), Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y los Conjueces Pedro Pérez Zeledón y Carlos Brenes Ortiz.

Artículo único
Se trajo de nuevo a conocimiento del Tribunal el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por el Licenciado don FRANCISCO MONTERO BARRANTES, a favor de su hijo el Doctor don ANICETO MONTERO CHAVES. Se leyó la nota última de fecha veintitrés de abril pasado del señor Juez Militar, en la que manifiesta que se encuentra imposibilitado para suministrar a la Corte copia literal del auto de detención recaído contra el señor Montero y compañeros, así como de las declaraciones y demás pruebas que le sirven de fundamento, conforme a lo solicitado, debido a que el proceso respectivo pende actualmente del señor Comandante de Plaza de esta provincia, por corresponder a este funcionario resolver de conformidad con el inciso tercero del artículo 24 del Código de Justicia Militar los recursos de apelación interpuestos por los señores Ramón Zelaya y Arturo Aguilar Morúa, con fecha veinte del mes próximo pasado. Discutido el asunto, se acordó pedir al señor Comandante de Plaza de aquí los datos solicitados al Juez Militar, o a este funcionario si el proceso le hubiere sido ya devuelto, informe que deberá darse dentro del término de veinticuatro horas. El Magistrado Brenes estuvo de acuerdo con el informe, pero sin que se le fije término. El Magistrado Zelaya votó porque se pidiera el informe sin exigir certificación de determinadas piezas del proceso. Consideró, al efecto, que no debe insistirse en la exigencia de certificación de las piezas justificativas del informe que se pide, no sólo porque podría tomarse como ofensiva para el funcionario informante, quien tiene derecho a ser creído bajo su responsabilidad (artículo 216 del Código Penal) sino también porque ese procedimiento, además de ser arbitrario desde que no está preceptuado por la ley, es contrario a las disposiciones de los artículos 4° a 7° de la Ley de Hábeas Corpus que fijan un término perentorio de 24 horas para que el funcionario rinda el informe, y que exigen que el Tribunal sustancie y resuelva el recurso “sin pérdida de tiempo y posponiendo cualquier otro asunto de distinta naturaleza”. Eso, aparte de que, conforme al artículo 170  del Código de Procedimientos Penales, todo Juez instructor puede decretar en cualquier momento el sigilo del sumario, y la exigencia de copias de éste, para agregarlas al expediente de Hábeas Corpus, que es público, sería contraria a los fines de aquel decreto judicial. “Así es como me explico que el legislador se haya limitado a preceptuar, como único trámite, la petición del informe (artículos 5° a 8° de la Ley de Hábeas Corpus)”. El Magistrado Castro y el Conjuez Brenes Ortiz no estuvieron de acuerdo con el informe, sino porque se resolviera el recurso en el fondo.
N° 42
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a la una y cuarenta y cinco de la tarde del seis de mayo de mil novecientos diecinueve. Concurrieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Solórzano, Fernández y Castro, y los Conjueces Pedro Pérez Zeledón y Albino Villalobos Barquero.

Artículo único
El Secretario dio cuenta de que estaba para resolver el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por el Licenciado don FRANCISCO MONTERO BARRANTES, a favor de su hijo el Doctor don ANICETO MONTERO CHAVES. El señor Presidente manifestó que, por la naturaleza del asunto que se iba a conocer, deseaba que el Tribunal resolviera si se trataba en sesión pública o bien en sesión secreta, como puede hacerse conforme al Reglamento Interior. El Tribunal acordó, contra los votos de los Magistrados Esquivel, Brenes, Jiménez y Zelaya, y Conjuez Villalobos Barquero, que la sesión fuera pública. El Secretario dio lectura al último informe solicitado por el Tribunal en sesión del día dos de este mes, a efecto de obtener certificación del auto de detención recaído contra el señor Montero y compañeros, y de las declaraciones y demás pruebas que le sirvieran de fundamento al mismo, en la sumaria contra él y otros por el delito de tentativa de rebelión, y a la certificación del referido auto expedida por el mismo funcionario, que lleva fecha de las ocho de la mañana del diecinueve de abril próximo pasado. Discutido el asunto, se acordó por mayoría de votos declarar sin lugar el recurso de que se ha hecho mérito, por haber un proceso contra el detenido, existir en su contra un auto que ordena su prisión preventiva dictado por autoridad competente, y por no estarse en ninguno de los casos del artículo 8° de la Ley N° 4 de 13 de noviembre de 1909. Los Magistrados Vargas Pacheco, Rodríguez y Castro, y el Conjuez Pérez Zeledón, votaron a favor del recurso. El Magistrado Fernández expuso las razones de su resolución adversa al recurso así:
Considerando
I. Que la jurisdicción del Juez Militar para actuar en lo que se relaciona con los delitos de tentativa de sedición y rebelión, lejos de haber sido negada por el Tribunal que conoce de este asunto, ha sido reconocida constantemente en los muchos casos análogos y recientes que ya han sido objeto de resolución.

II. Que además de lo expuesto, es obvio que el Juez con jurisdicción para un delito consumado la tiene para sus denegaciones o modalidades, como la tentativa y el frustrado, desde luego que según los incisos 2° y 3° del artículo 160 del Código Penal vigente, la clase de pena para ambos casos es igual con la sola diferencia de que al aplicarla se deben bajar dos y un grados, respectivamente, y dado que la teoría contraria, que no ha sido la usual en la práctica constante en los Tribunales de la República hasta hoy, se prestaría a graves trastornos en la tramitación de las causas y produciría la falta de unidad en su resolución y el retardo en la administración de justicia. Ejemplo palpable de la teoría ya expuesta, lo tenemos en la aplicación que se hizo siempre de la ley de 22 de julio de 1892, que cometía al Juez de lo Contencioso—Administrativo el conocimiento y castigo de los delitos contra la Hacienda Pública, en cuyo caso nunca, que yo sepa, se le negó al Juez las facultades legales para resolver acerca de las modalidades de esos delitos.

III. Que otro tanto ha acontecido en la práctica constante de los Tribunales del país, aunque en otro campo de acción, con la ley de 10 de noviembre de 1892 que da jurisdicción a los Jueces del Crimen para conocer de los delitos castigados con presidio, y sin embargo nadie ha puesto en tela de duda las facultades legales que esos funcionarios han tenido para fallar, cuando al realizarlo se han visto en la necesidad de hacer rebajar de grado y de imponer en definitiva una pena que normalmente, en virtud de la citada ley, no le incumbiría aplicar sino a un Alcalde.

IV. Que además de que el señor Juez Militar asevera en su primer informe que la detención del señor Montero obedece a quela sumaria arroja prueba suficiente de la existencia del delito de tentativa de rebelión, y tal tesis no aparece desvanecida sino más bien confirmada con la transcripción que se hizo del auto respectivo dictado al efecto, es lo cierto que aun dada la hipótesis de que se calificaran los hechos consumados como de conspiración o de proposición, la circunstancia de estar penados éstos por el artículo 442 del Código Penal como tentativa de rebelión da base para afirmar que la facultad jurisdiccional del Juez para el efecto de la detención es evidente. La duda que nace de la intercalación de la pena especial que para la proposición y conspiración fija el artículo 439, se desvanece si se toma en cuenta que la idea del legislador fue la de punir como tentativa de rebelión aquellos delitos, y la circunstancia de que en el proyecto de Código Penal no aparece la intercalación del artículo 439. Se comprende además sin esfuerzo alguno, que la mente de la ley ha sido reprimir con severidad la proposición y conspiración para cometer los delitos que contra los Poderes Públicos y el orden constitucional definen los artículos 438, 440 y 441 ibídem en atención a su gravedad.
V. Que para que la detención de una persona sea legalmente correcta, basta la existencia de un indicio de haber cometido delito (y de ella resulta prueba suficiente del informe del Juez y de la exposición que hace en el auto de detención), y que se ordene por un Juez o por una autoridad encargada del orden público. El funcionario que ordenó la detención es un Juez, y como tal tenía para ello competencia según se ha demostrado anteriormente.

VI. Que, bien mirados los fines que ha perseguido el legislador, según se infiere de los diferentes códigos que en alguna forma tratan de la materia, y que no son otros que los de dar expedición en el procedimiento para asegurar a los reos de delito, sin perjuicio de que en el curso de los procedimientos se determine la jurisdicción definitiva a que ellos deben someterse, es lo cierto que la detención que se examina no parece irregular, pues tanto el artículo 30 de la Constitución Política actual como el 309 de Procedimientos Penales facultan aún a las autoridades administrativas para llevar a cabo tal acto contra un delincuente.

VII. Que por otro lado, las exigencias constitucionales que prescribe el apartado tercero del artículo 30 de la Constitución están satisfechas, desde luego que el auto de detención expone las circunstancias y pormenores en que el delito debía consumarse y pormenoriza los datos que arroja la investigación. En efecto: en esa pieza se alude a las declaraciones de testigo que comprueban la existencia del plan; a la manera de ejecutarlo, a la aprehensión de parte de la dinamita que había de servir para el fin indicado y a los gritos subversivos que contra el orden público se profirieron por algunos de los detenidos. Todo esto constituye un haz de indicios y circunstancias bien establecidas que satisfacen las exigencias de le ley citada y por consiguiente, no se puede impugnar desde ese punto de vista la detención de que se trata.
VIII. Que por lo tanto no se está en presencia de una restricción ilegítima de la libertad, tal como lo contempla la ley de Hábeas Corpus y el recurso no es atendible.
